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OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA 

Situación que se 
regula 

Se aprueban las bases reguladoras de subvenciones en régimen de concurrencia 
competitiva para financiar la ejecución y evaluación de proyectos de innovación y 
experimentación social con el objetivo de fomentar la inclusión de los colectivos más 
vulnerables. 

Objetivos que se 

persiguen 

Impulsar la innovación y la experimentación en las políticas de inclusión; promover 
la incorporación y la participación en la sociedad de los colectivos más 
desfavorecidos o vulnerables; fomentar políticas públicas basadas en la evidencia y 
mejorar la eficacia y la eficiencia de las políticas de inclusión mediante la evaluación 
de impacto; y reforzar el papel y la cooperación con las administraciones públicas 
de las entidades del Tercer Sector de Acción Social para la prestación de servicios 
sociales personalizados dirigidos a personas con necesidades complejas.  
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Principales 

alternativas 

consideradas 

No se consideran posibles soluciones alternativas, regulatorias o no regulatorias, 

para la resolución de los problemas expuestos y para satisfacer las necesidades 

aludidas. 

En efecto, a tenor de lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre, General de Subvenciones, se entiende por subvención toda disposición 

dineraria realizada sin contraprestación directa de los beneficiarios, sujeta al 

cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de un proyecto, la realización 

de una actividad, la adopción de un comportamiento singular, ya realizados o por 

desarrollar, o la concurrencia de una situación, y que tenga por objeto el fomento de 

una actividad de utilidad pública o interés social o de promoción de una finalidad 

pública. 

Asimismo, de acuerdo con lo previsto en los artículos 17.1 y 22.1 de la citada Ley 

38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, el procedimiento ordinario 

de concesión de subvenciones se tramitará en régimen de concurrencia competitiva, 

y en el ámbito de la Administración General del Estado los ministros 

correspondientes establecerán las oportunas bases reguladoras de la concesión, 

que se aprobarán por orden ministerial. 

Por otro lado, de conformidad con el artículo 9 del Real Decreto 501/2024, de 21 de 

mayo, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de 

Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y se modifica el Real Decreto 1009/2023, 

de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica básica de los 

departamentos ministeriales, la Secretaría General de Inclusión tiene atribuidas las 

funciones de diseño, impulso y evaluación de políticas que tienen por finalidad 

ayudar a la incorporación y la participación en la sociedad, en igualdad de 

oportunidades, de los colectivos más desfavorecidos. 

Por todo ello, ante la necesidad de promover la incorporación y la participación en 

la sociedad de los colectivos más desfavorecidos o vulnerables y de fomentar 

políticas públicas basadas en la evidencia, se estima que la regulación de estas 

subvenciones para financiar proyectos innovadores en materia de inclusión social 

es la forma más adecuada de perseguir los objetivos y ejercer las funciones que la 

Secretaría General de Inclusión tiene encomendadas.   

En cuanto a los beneficiarios de dichas subvenciones, el preámbulo de la Ley 

43/2015, de 9 de octubre, del Tercer Sector de Acción Social, reconoce así a las 

organizaciones que lo componen una posición privilegiada en el conocimiento de los 

problemas sociales y de los métodos para afrontarlos, y les reconoce un papel 

crucial en el diseño y ejecución de las políticas contra la pobreza y la exclusión 

social. Por ello, se considera que las entidades del Tercer Sector de Acción Social 

son las más adecuadas para poder prestar, en estrecha cooperación con las 

administraciones públicas, los necesarios servicios sociales personalizados para las 

personas con necesidades complejas.  

Por todo ello, la aprobación de la Orden Ministerial propuesta para financiar 

proyectos innovadores dirigidos a la inclusión social de los colectivos más 

desfavorecidos, así como su evaluación, se considera la alternativa más oportuna. 

CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO 
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Tipo de norma Orden ministerial por la que se aprueban las bases reguladoras de concesión de 
subvenciones (artículo 17 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones). 

Estructura de la 

Norma  

El proyecto de orden ministerial se estructura en 26 artículos y 4 disposiciones 
finales (se concretará su número en la versión definitiva de la norma). 

Informes 

recabados • En aplicación de lo dispuesto en el artículo 17.1 de la Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre, General de Subvenciones, se ha recabado el informe de la 

Abogacía del Estado y de la Intervención Delegada en el Ministerio de 

Inclusión, Seguridad Social y Migraciones. 

• En aplicación de lo dispuesto en el artículo 26.5, párrafo cuarto de la Ley 

50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno se ha recabado el informe de la 

Secretaría General Técnica del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 

Migraciones. 

• En aplicación de lo dispuesto en el artículo 26.9 de la Ley 50/1997, de 27 de 

noviembre, se ha recabado informe de la Oficina de Coordinación y Calidad 

Normativa del Ministerio de Presidencia, Justicia y Relaciones con las 

Cortes.  

• En aplicación de lo dispuesto en el artículo 26.5, párrafo quinto, de la Ley 

50/1997, de 27 de noviembre, se ha recabado la aprobación previa del 

Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública. 

 

Consulta pública 

y trámite de 

audiencia 

De conformidad con lo previsto en el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y el 

artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, con carácter 

previo a la elaboración del proyecto de orden ministerial, se celebró una consulta 

pública a través de la web del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 

Migraciones para recabar la opinión de los sujetos y las organizaciones más 

representativas, así como a los sujetos potencialmente afectados por la futura 

norma. La consulta pública estuvo abierta desde el 18 de marzo al 6 de abril de 

2026, ambos inclusive, y pudo realizarse a través del siguiente enlace: 

https://expinterweb.inclusion.gob.es/participacion/participa?tramite=1   

Se han recibido un total de 7 observaciones. 

Según lo establecido en el artículo 26.6 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 

Gobierno, el presente proyecto se ha sometido al trámite de audiencia e información 

públicas por un periodo comprendido entre el XX de XXXX y el XX de XXXX de 2026, 

ambos inclusive. El proyecto y su Memoria pudieron ser consultados en el siguiente 

enlace: 

ENLACE 

Se han recibido un total de X observaciones. 

 

https://expinterweb.inclusion.gob.es/participacion/participa?tramite=1
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ANALISIS DE IMPACTOS 

ADECUACIÓN AL 

ORDEN DE 

COMPETENCIAS 

Esta orden ministerial se dicta conjuntamente al amparo de las competencias 
exclusivas del Estado previstas en el artículo 149.1.1.ª de la Constitución Española, 
que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de regulación de las 
condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el 
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales, y en 
el artículo 149.1.13.ª de la Constitución, sobre las bases y la coordinación de la 
planificación general de la actividad económica. 

IMPACTO 

ECONÓMICO Y 

PRESUPUESTARI

O 

Efectos sobre la economía en general. Si bien la promoción de proyectos 

innovadores en la política pública de 

inclusión social tiene implicaciones 

económicas por cuanto favorece el 

desarrollo y la integración futuras de los 

colectivos más vulnerables de la sociedad 

española, se prevé que los efectos 

económicos de esta norma sean de 

naturaleza indirecta y se materialicen en el 

medio plazo.  

En relación con la competencia 
 La norma no tiene efectos 

significativos sobre la competencia. 

 La norma tiene efectos positivos sobre 

la competencia. 

 La norma tiene efectos negativos 

sobre la competencia. 

Desde el punto de vista de las cargas 

administrativas 
 Supone una reducción de cargas 

administrativas. 

Cuantificación 

estimada:________________ 

Incorpora nuevas cargas 

administrativas.  

 

 No afecta a las cargas administrativas. 
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Desde el punto de vista de los 

presupuestos, la norma 

 Afecta a los presupuestos de la 

Administración del Estado. 

 Afecta a los presupuestos de otras 

Administraciones Territoriales. 

 No tiene impacto presupuestario. 

 Implica un gasto. 

 

 Implica un ingreso.  

 

 No implica ni un gasto ni un ingreso. 

IMPACTO DE 

GÉNERO 

La norma tiene un impacto de género 
Nulo Positivo  

IMPACTO POR 

RAZÓN DE 

CAMBIO 

CLIMÁTICO 

Valoración en términos de mitigación 

y adaptación al mismo: Negativo   

Nulo     

                                               Positivo    

OTROS 

IMPACTOS 

CONSIDERADOS 

 

Se espera que el proyecto normativo, por su objetivo principal de promover la 

inclusión social de los colectivos más vulnerables a través de proyectos 

innovadores que incluyan una evaluación de impacto, produzca resultados positivos 

desde la perspectiva de la eliminación de desigualdades, favoreciendo tanto a la 

sociedad en general como a la familia, a la infancia y a la adolescencia en particular, 

además de a otros colectivos vulnerables, contribuyendo asimismo al objetivo de 

accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 

OTRAS 

CONSIDERACION

ES 

No se realizan. 

 

 

MEMORIA DEL ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO 

 

I. OPORTUNIDAD DE LA NORMA 

 

A) Motivación 

 

De conformidad con el Real Decreto 501/2024, de 21 de mayo, por el que se desarrolla la estructura 

orgánica básica del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y se modifica el Real 

Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica básica de los 

departamentos ministeriales, corresponde a la Secretaría General de Inclusión (en adelante, SGI) la 
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elaboración y desarrollo de la política del Gobierno en materia de inclusión. En concreto, la SGI tiene 

atribuidas las funciones de diseño, impulso y evaluación de políticas que tienen por finalidad ayudar a 

la incorporación y la participación en la sociedad, en igualdad de oportunidades, de los colectivos más 

desfavorecidos. 

Desde su creación en el año 2020, la SGI ha estado trabajando, en particular, en iniciativas vinculadas 

a la aprobación del Ingreso Mínimo Vital (en adelante, IMV), que fue adoptado primero mediante el 

Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, y de manera definitiva por medio de la Ley 19/2021, de 20 

de diciembre. El nacimiento de esta nueva prestación económica marcó un antes y un después en el 

ámbito de las políticas sociales en España. Pero más allá de su dotación, el gobierno aborda desde 

entonces el reto de la lucha contra la pobreza con un enfoque basado en la innovación en materia de 

política pública y de evaluación. Entre 2022 y 2024 se desarrolló así el Laboratorio de Políticas de 

Inclusión, en el que se han impulsado 34 proyectos piloto de itinerarios de inclusión vinculados al IMV, 

evaluados acorde a los más altos estándares científicos y financiados con los fondos Next Generation 

de la Unión Europea (Componente 23 del PRTR: Fomento del crecimiento inclusivo mediante la 

vinculación de las políticas de inclusión social al Ingreso Mínimo Vital).  

Estos itinerarios han permitido llegar a más personas, incidir en diversos aspectos tales como la 

educación, la digitalización, el empleo, el acompañamiento social o la salud, y garantizar que la 

efectividad de las estrategias estaba siendo evaluada continuamente. 

Los resultados obtenidos en el marco del Laboratorio de Políticas de Inclusión han permitido generar 

varios informes de evaluación de los proyectos, así como recomendaciones de políticas públicas sobre 

cómo mejorar la eficacia de las políticas de inclusión social en el futuro. Pero tal y como lo confirman 

los datos estadísticos, queda mucho por hacer para seguir impulsando, sobre la base de las 

conclusiones formuladas, la investigación social y la generación de conocimiento en materia de 

inclusión en nuestro país.  

La pobreza y la exclusión son fenómenos complejos y de múltiples causas. Para poder abordarlos, es 

necesario no sólo desarrollar políticas públicas, sino evaluar las numerosas intervenciones posibles en 

estos campos aislando sus efectos, de forma que se pueda conocer el efecto que es directamente 

atribuible a un programa determinado.  

El impulso de metodologías de evaluación de impacto contrafactual, que son aquellas destinadas a 

establecer una relación causal entre una intervención y su resultado y estimar los efectos atribuibles a 

la intervención, permite evaluar las intervenciones aislando sus efectos. Y para poner en marcha estas 

metodologías es fundamental definir los objetivos específicos perseguidos, los indicadores que 

permitan medir el impacto, así como el diseño metodológico de la evaluación, ya sea de tipología 

experimental, como los ensayos controlados aleatorizados, o cuasiexperimental, como los que se 

realizan sin aleatorización.  

Por tanto, el impulso de políticas públicas de inclusión basadas en la evidencia constituye un elemento 

clave para generar innovación y experimentación social en la política de inclusión, así como, en último 

término, promover la incorporación y la participación en la sociedad, en igualdad de oportunidades, de 

los colectivos más desfavorecidos o vulnerables.  

Asimismo, la evaluación de políticas públicas y el fomento de políticas basadas en evidencia contribuye 

a mejorar la eficacia y la eficiencia de las políticas de inclusión, al comprobar que las políticas cumplen 

con su objetivo y permitir escalar las que son más eficientes y obtienen mejores resultados. 

En este ámbito, las entidades del Tercer Sector de Acción Social juegan, en estrecha cooperación con 

las administraciones públicas, un papel fundamental en la prestación de servicios sociales 

personalizados, especialmente dirigidos a aquellas personas que tienen necesidades complejas. El 

propio preámbulo de la Ley 43/2015, de 9 de octubre, del Tercer Sector de Acción Social, reconoce a 

las organizaciones que lo componen una posición privilegiada en el conocimiento de los problemas 
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sociales y de los métodos para afrontarlos, y les reconoce un papel crucial en el diseño y ejecución de 

las políticas contra la pobreza y la exclusión social. 

Culminado el importante precedente de la citada inversión del Plan de Recuperación, Transformación 

y Resiliencia, la oportunidad de la aprobación de nuevos proyectos piloto en el marco del Laboratorio 

de Políticas de Inclusión en este momento viene dada por la voluntad de aprovechar el impulso del 

conocimiento ganado y las conclusiones obtenidas para replicar buenas prácticas y poner a prueba las 

posibilidades de aumentar el impacto en las situaciones de vulnerabilidad que se desea abordar.  

La presente orden ministerial responde a la motivación de dotar de un marco estable a las 
convocatorias de subvenciones dirigidas a la inclusión de colectivos vulnerables, con un enfoque de 
innovación y experimentación social que abarque de forma integral itinerarios sociolaborales, 
educativos, competencias digitales, vivienda y bienestar físico y psicosocial. Además, la experiencia 
acumulada aconseja incorporar la evaluación desde el diseño para orientar el gasto a resultados 
contrastables. 

Del mismo modo, la SGI ha sido designada Organismo Intermedio en el Programa de Inclusión Social, 

Garantía Infantil y Lucha contra la pobreza del FSE+, permitiendo vincular sus actuaciones al fomento 

de acciones sociales innovadoras en el marco estratégico plurianual vigente en este fondo estructural.  

 

B) Fines y objetivos 

 

La presente orden ministerial tiene por objetivo y finalidad establecer las bases reguladoras para la 
concesión de las subvenciones que, por el procedimiento de concurrencia competitiva, convoque la 
Secretaría General de Inclusión para la ejecución y evaluación de proyectos de innovación y 
experimentación social con el objetivo de fomentar la inclusión de colectivos vulnerables. 

En este sentido, se consideran colectivos en situación de vulnerabilidad la infancia y la juventud, 
incluyendo jóvenes ex-tutelados; las personas mayores; las personas con discapacidad; las personas 
migrantes, incluidos las personas temporeras agrícolas extranjeras; las mujeres víctimas de violencia 
de género y de violencia sexual; las víctimas de trata de seres humanos y explotación sexual; las 
personas sin hogar; las personas que encabezan hogares monoparentales; las personas 
pertenecientes a minorías étnicas; las personas LGTBI y las personas trans; las personas reclusas y 
exreclusas; las personas con problemas de adicción; y otras personas en situación o riesgo de 
exclusión social. 

Los proyectos subvencionables estarán comprendidos en una o varias de las siguientes líneas de 
actuación:  

a) Socio-laboral. 

b) Educación. 

c) Competencias digitales. 

d) Vivienda. 

e) Pobreza energética. 

f) Bienestar físico y psicosocial, incluyendo la promoción de hábitos saludables y de salud mental. 

Los proyectos deberán incorporar una evaluación de impacto basada en un enfoque contrafactual, 
destinada a establecer una relación causal entre una intervención y su resultado y estimar los efectos 
atribuibles a la intervención. A tal fin, las entidades deberán definir los objetivos específicos 
perseguidos, los indicadores que permitan medir el impacto, así como el diseño metodológico de la 
evaluación contrafactual que se aplicará, ya sea de tipología experimental o cuasiexperimental. 

Se promueve así el impulso de metodologías y soluciones innovadoras que permitan generar evidencia 
aplicable, favorecer la escalabilidad de prácticas eficaces y reforzar la coordinación entre 
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administraciones y entidades del Tercer Sector, con participación activa de las personas destinatarias 
y atención a la accesibilidad universal y la igualdad de oportunidades. La coordinación y la colaboración 
con entidades especializadas resultan esenciales para identificar barreras de acceso, fomentar la 
personalización de apoyos y asegurar que las actuaciones se ajusten a necesidades detectadas con 
diagnósticos sólidos y verificables. 

De esta forma, la orden ministerial crea un marco estable que permite convocar proyectos de inclusión 
con criterios homogéneos de calidad, seguimiento y evaluación, garantizando comparabilidad y 
aprendizaje institucional para mejorar el diseño de políticas públicas. 

 

C) Análisis de alternativas 

No se consideran posibles soluciones alternativas, regulatorias o no regulatorias, para la resolución de 

los problemas expuestos y para satisfacer las necesidades aludidas. 

En efecto, a tenor de lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 

Subvenciones, se entiende por subvención toda disposición dineraria realizada sin contraprestación 

directa de los beneficiarios, sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de un 

proyecto, la realización de una actividad, la adopción de un comportamiento singular, ya realizados o 

por desarrollar, o la concurrencia de una situación, y que tenga por objeto el fomento de una actividad 

de utilidad pública o interés social o de promoción de una finalidad pública. 

Asimismo, de acuerdo con lo previsto en los artículos 17.1 y 22.1 de la citada Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre, General de Subvenciones, el procedimiento ordinario de concesión de subvenciones se 

tramitará en régimen de concurrencia competitiva, y en el ámbito de la Administración General del 

Estado los ministros correspondientes establecerán las oportunas bases reguladoras de la concesión, 

que se aprobarán por orden ministerial. 

Por otro lado, de conformidad con el artículo 9 del Real Decreto 501/2024, de 21 de mayo, por el que 

se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, 

y se modifica el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura 

orgánica básica de los departamentos ministeriales, la SGI tiene atribuidas las funciones de diseño, 

impulso y evaluación de políticas que tienen por finalidad ayudar a la incorporación y la participación 

en la sociedad, en igualdad de oportunidades, de los colectivos más desfavorecidos. 

Por todo ello, ante la necesidad de promover la incorporación y la participación en la sociedad de los 

colectivos más desfavorecidos o vulnerables y de fomentar políticas públicas basadas en la evidencia, 

se estima que la regulación de estas subvenciones para financiar proyectos de innovación y 

experimentación social en materia de inclusión social es la forma más adecuada de perseguir los 

objetivos y ejercer las funciones que la SGI tiene encomendadas.   

En cuanto a los beneficiarios de dichas subvenciones, el preámbulo de la Ley 43/2015, de 9 de octubre, 

del Tercer Sector de Acción Social, reconoce a las organizaciones que lo componen una posición 

privilegiada en el conocimiento de los problemas sociales y de los métodos para afrontarlos, y les 

reconoce un papel crucial en el diseño y ejecución de las políticas contra la pobreza y la exclusión 

social. Por ello, se considera que las entidades del Tercer Sector de Acción Social son las más 

adecuadas para poder prestar, en estrecha cooperación con las administraciones públicas, los 

necesarios servicios sociales personalizados para las personas con necesidades complejas.  

Por todo ello, la aprobación de la orden ministerial propuesta para financiar proyectos innovación y 

experimentación social dirigidos a la inclusión social de los colectivos más desfavorecidos, así como 

su evaluación, se considera la alternativa más oportuna. 
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D) Adecuación a los principios de buena regulación  

Esta orden ministerial se ha elaborado conforme a los principios de buena regulación que establece el 
artículo 129.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 

La iniciativa satisface por tanto los principios de necesidad y eficacia, en el sentido enunciado en los 
párrafos anteriores, donde se explican la necesidad y fines perseguidos con su aprobación, que son 
fomentar la inclusión de los colectivos más desfavorecidos o vulnerables a través de políticas públicas 
basadas en la evidencia mediante la financiación de proyectos de innovación y experimentación social 
en materia de inclusión social seleccionados en régimen de concurrencia competitiva, que es el 
procedimiento ordinario de concesión de conformidad con lo establecido en el artículo 22.1 de  la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, pues se trata del instrumento más adecuado para garantizar la efectiva 
ejecución de las políticas públicas del Gobierno en la materia, asegurando la igualdad de 
oportunidades. 

Es conforme también con el principio de proporcionalidad dado que no conlleva restricciones de 
derechos, conteniendo la regulación imprescindible para atender la necesidad a cubrir. 

Se adecúa, igualmente, al principio de seguridad jurídica en la medida en que la norma contribuye a 
reforzar dicho principio pues es coherente con los planes y normativa vigentes, ajustándose a lo 
previsto en la Ley 38/2003, de 17, de noviembre, General de Subvenciones y su reglamento de 
desarrollo. Asimismo, establece reglas claras de selección, seguimiento, control y reintegro, con 
publicidad activa de la información relevante. 

La norma cumple con el principio de transparencia, por haberse dado cumplimiento de los trámites 
de consulta pública previa y de audiencia e información públicas según lo establecido en el artículo 26 
de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.  

También se encuentra acreditado el principio de eficiencia porque la iniciativa normativa no impone 
cargas administrativas innecesarias o accesorias y racionaliza, en su aplicación, la gestión de los 
recursos públicos. 

 

E) Plan Anual Normativo 2026 

 

La presente orden ministerial no se encuentra incluida en ningún Plan Anual Normativo. Sin embargo, 

su necesidad de aprobación se justifica, como se ha enunciado en los párrafos anteriores, en dotar de 

un marco estable a las convocatorias de subvenciones dirigidas a la inclusión de colectivos 

vulnerables, con un enfoque de innovación y experimentación social que abarque de forma integral 

itinerarios sociolaborales, educativos, competencias digitales, vivienda y bienestar físico y psicosocial. 

El objetivo último es fomentar la inclusión de colectivos vulnerables, de acuerdo con las funciones que 

tiene atribuidas la SGI.  

 

II. CONTENIDO  

El proyecto de orden ministerial consta de un preámbulo, veintiséis artículos y cuatro disposiciones 
finales. El contenido principal de la orden se puede resumir en los siguientes puntos: 

A- El objeto de las subvenciones que prevé el proyecto de orden ministerial, es decir, la realización 

de proyectos de innovación y experimentación social con el objetivo de fomentar la inclusión de 

colectivos vulnerables. 

B- La definición de las líneas de actuación, de los colectivos en situación de vulnerabilidad y la 

obligación de incorporar una evaluación de impacto basada en un enfoque contrafactual, destinada 
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a establecer una relación causal entre una intervención y su resultado y estimar los efectos 

atribuibles a la intervención. 

C- En lo que respecta a su procedimiento de concesión, se tramitará en régimen de concurrencia 

competitiva de acuerdo con lo previsto en el artículo 22 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y 

se iniciará de oficio, mediante convocatoria pública aprobada por el órgano competente.   

D- Se regulan los requisitos para acceder a la condición de beneficiaria de las subvenciones 

reguladas en la orden, a la que podrán concurrir las entidades del Tercer Sector de Acción Social 

que reúnan los siguientes requisitos: 

a. Ser una entidad de ámbito estatal en los términos establecidos en los artículos 2 y 3 de la 

Ley 43/2015, de 9 de octubre, del Tercer Sector de Acción Social. 

b. Estar legalmente constituida, al menos tres años antes de la fecha de publicación de la 

convocatoria, como entidad de ámbito estatal (siempre que actúen en más de una 

comunidad autónoma o en las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla). Si la entidad 

hubiera sufrido cualquier modificación en su forma jurídica de asociación o fundación, se 

respetará la antigüedad, siempre y cuando esta circunstancia esté acreditada en sus 

estatutos y dicha modificación se haya inscrito en el registro correspondiente. Asimismo, 

en el caso de asociaciones con entidades miembro, se tendrá en cuenta la antigüedad de 

la totalidad de estas últimas. 

c. Tener fines o actividades institucionales, según los propios estatutos, adecuados y 

compatibles con las actividades consideradas financiables en cada resolución de 

convocatoria.  

d. Disponer de solvencia económica y financiera suficiente para garantizar la ejecución de las 

actuaciones previstas en la solicitud. Para demostrar dicha solvencia, el volumen global de 

los ingresos percibidos por la entidad el año inmediatamente anterior a la convocatoria, 

independientemente de su origen y tipología, deberá ser igual o superior a la cuantía total 

solicitada para la ejecución del proyecto presentado para su financiación con cargo a la 

convocatoria de subvenciones por parte de la entidad solicitante.  

e. 5Haber justificado suficientemente, de acuerdo con el procedimiento establecido en los 

artículos 19, 20 y 21, en su caso, las subvenciones recibidas con anterioridad de la 

Secretaría General de Inclusión. 

f. No haber reintegrado más del 40 por ciento de las ayudas y subvenciones recibidas en 

cualquiera de las últimas cinco convocatorias como resultado de un procedimiento de 

reintegro, con cargo al presupuesto de la Secretaría General de Inclusión. 

E- Asimismo, se establecen los órganos competentes para la ordenación, instrucción y resolución del 

procedimiento. 

a. El órgano instructor es la Subdirección General de Políticas de Inclusión, a la cual 

corresponde realizar de oficio cuantas actuaciones estime necesarias para la 

determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales debe 

pronunciarse la propuesta de resolución. 

b. La Comisión de evaluación es el órgano colegiado encargado de estudiar las solicitudes 

conforme a los criterios objetivos de valoración establecidos en el artículo 10 de la orden. 

c. El órgano competente para la resolución es la persona titular de la SGI, por delegación de 

la persona titular del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, en virtud de 

lo previsto en la normativa aplicable. 



 

11  

F- Se regula el formato y contenido de la solicitud, memorias y documentación adicional requerida 

para la presentación de las solicitudes de subvención. Así como el régimen de subsanación de las 

mismas cuando ésta sea necesaria, de acuerdo con lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

G- Por otra parte se regula la financiación de los proyectos, la compatibilidad con otras 

subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera 

Administraciones, entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismo 

internacionales, así como la cuantía de las subvenciones, que estará siempre supeditada a la 

existencia de crédito suficiente en la aplicación presupuestaria que corresponda y se determinará 

en cada convocatoria de subvenciones. 

H- Se establecen los criterios objetivos de valoración para el otorgamiento de la subvención en 

tres bloques: 

a. Criterios objetivos de valoración de los solicitantes (máximo 45 puntos). 

b. Cumplimiento de las obligaciones derivadas de las subvenciones recibidas con cargo al 

presupuesto de la Secretaría General de Inclusión (podrán detraerse hasta un máximo de 

20 puntos de la puntuación total obtenida). 

c. Criterios objetivos de valoración de los proyectos presentados (máximo 55 puntos). 

I- Se regula el plazo para la notificación de las resoluciones, que deberán ser motivadas y dictarse 

en un plazo de seis meses, poniendo fin a la vía administrativa y siendo negativo el sentido del 

silencio administrativo de acuerdo con lo previsto en el artículo 25.5 de la Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre. 

J- Se prevé, por un lado, un régimen de modificación de la resolución de concesión para 

circunstancias imprevistas o sean necesarias para el buen funcionamiento de los proyectos, 

siempre que estén debidamente justificadas, no se altere el objeto o finalidad de la subvención y 

no se perjudiquen derechos de terceros. 

K- Por otro lado, se prevé un régimen de modificación de los proyectos cuando aparezcan 
circunstancias que alteren o dificulten el desarrollo de los proyectos subvencionados, las 

beneficiarias de las subvenciones podrán solicitar, siempre con carácter excepcional, la 

modificación de las actividades o partidas de gasto de los proyectos subvencionados, así como de 

la forma y plazos de ejecución y justificación de los correspondientes gastos, los cuales podrán 

ser autorizados siempre que no se altere el objeto o finalidad de la subvención, y no se perjudiquen 

derechos de terceros. 

L- Se contempla la posibilidad del pago anticipado, en un solo plazo o en varios, con carácter previo 

a la justificación, así como pagos a cuenta, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 34.4 de la 

Ley 38/2003, de 17 de noviembre. No obstante, estos extremos se determinarán expresamente en 

las correspondientes convocatorias. 

M- Los beneficiarios podrán subcontratar con terceros hasta el 50 por ciento del importe de la 

actividad subvencionable y se ajustarán en todo caso a lo dispuesto en los artículos 29 de la Ley 

38/2003, de 17 de noviembre, y 68 de su Reglamento. Se contempla expresamente que la 

evaluación de los proyectos podrá ser objeto de subcontratación y que la resolución de concesión 

podrá autorizar, en su caso, las subcontrataciones que el beneficiario hubiera previsto en su 

solicitud, así como el régimen de solicitud de autorización cuando ésta sea necesaria. 

N- Se recogen las obligaciones de las beneficiarias, así como las actuaciones de control, 

seguimiento y evaluación de los proyectos subvencionados. 
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O- La justificación de la subvención se realizará conforme a lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 

de noviembre, General de Subvenciones, y su Reglamento de desarrollo. Con carácter general, la 

justificación adoptará la modalidad de cuenta justificativa con aportación de informe de auditor, en 

los términos previstos en los artículos 72 y 74 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 

noviembre. La documentación justificativa deberá presentarse, en todo caso, en el plazo de tres 

meses desde la finalización del plazo de ejecución establecido en la resolución de concesión de 

la subvención. 

P- Se regulan los gastos subvencionables, los cuales siempre que cumplan los requisitos 

establecidos en el artículo 31.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y se encuentren 

debidamente registrados en la contabilidad del proyecto, se distribuirán en las siguientes 

categorías de gastos: 

a. Costes de personal. 

b. Costes de asesoría técnica. 

c. Costes de difusión y publicidad. 

d. Actividades. 

e. Gastos de viajes y estancia. 

f. Costes indirectos. 

g. Gastos del informe auditor. 

Q- La orden también regula el procedimiento de reintegro de la subvención en caso de 

incumplimiento total o parcial por las entidades beneficiarias, así como el régimen sancionador 

aplicable, incluidos los criterios de graduación de los posibles incumplimientos por los beneficiarios 

de las condiciones impuestas con motivo de la concesión de las subvenciones. 

R- Finalmente, en sus disposiciones finales recoge el título competencial habilitante de la norma 

que se dicta, el régimen jurídico de aplicación, habilita a la persona titular de la SGI para dictar las 

disposiciones necesarias para la aplicación de la orden y determina la entrada en vigor del real 

decreto. 

 

III. ANALÍSIS JURÍDICO 

 

A) Fundamento jurídico y rango normativo 

La base jurídica para la elaboración de esta orden ministerial está recogida en los artículos 9.2 y 17.1 

de la LGS. Según el artículo 9.2 de la LGS, con carácter previo al otorgamiento de las subvenciones 

deberán aprobarse las normas que establezcan las bases reguladoras de concesión en los términos 

establecidos en la citada ley. El artículo 17.1 de la LGS habilita por su parte a los ministros 

correspondientes para aprobar las bases reguladoras de la concesión de subvenciones mediante 

orden ministerial, previo informe de los servicios jurídicos y de la intervención delegada, y establece 

su publicación en el "Boletín Oficial del Estado".  

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 1.1 del Real Decreto 501/2024, de 21 de mayo, por el que se 

desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y 

se modifica el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura 

orgánica básica de los departamentos ministeriales, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
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Migraciones es el Departamento competente, en el ámbito de la Administración General del Estado, 

para la propuesta y ejecución de la política del Gobierno en materia de políticas de inclusión.  

Por todo lo expuesto, el rango de orden ministerial es adecuado y suficiente para alcanzar la finalidad 

de conceder subvenciones al amparo de lo dispuesto en el artículo 22.1. de la LGS, de acuerdo con el 

cual el procedimiento ordinario de concesión de subvenciones se tramitará en régimen de concurrencia 

competitiva. 

B) Engarce con el derecho nacional e internacional 

Este proyecto de orden ministerial se ajusta a lo prescito en la LGS y en su Reglamento, aprobado por 

Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, así como en el resto de normativa nacional de aplicación.  

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.1 de la LGS, en la tramitación de la presente orden 

ministerial se han recabado los informes previos de la Abogacía del Estado y la Intervención delegada 

de la Intervención General de la Administración del Estado en el Ministerio de Inclusión, Seguridad 

Social y Migraciones, así como de la Secretaría General Técnica del Departamento. 

En su caso, resultará de aplicación la normativa europea, así como las normas nacionales de desarrollo 

o transposición de la misma, cuando exista cofinanciación de las subvenciones concedidas en base a 

esta norma con cargo a Fondos de la Unión Europea, de conformidad con lo previsto en el artículo 6.1 

de la LGS. 

Por último, estas bases reguladoras no conllevan la modificación de ninguna norma de igual o inferior 

rango del derecho nacional. 

C) Entrada en vigor 

La orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

D) Derogación de normas 

Este proyecto normativo no supone la derogación parcial o total de ninguna otra norma. 

 

IV. ADECUACIÓN AL ORDEN CONSTITUCIONAL DE DISTRIBUCIÓN DE 

COMPETENCIAS 

Esta orden ministerial se dicta conjuntamente al amparo de las competencias exclusivas del Estado 

previstas en el artículo 149.1.1ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado competencia 

exclusiva en materia de regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 

españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales, y en el 

artículo 149.1.13ª de la Constitución, sobre las bases y la coordinación de la planificación general de 

la actividad económica. 

La norma proyectada no produce impacto alguno en el orden de distribución de competencias entre el 

Estado y las Comunidades Autónomas. 
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V. DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN 

 

A) Consulta pública previa 

Tal y como se indica anteriormente, el proyecto de bases reguladoras se sometió a consulta pública 

previa, de conformidad con lo previsto en el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y el artículo 26.2 de la Ley 

50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. Dicha consulta se llevó a cabo a través de la web del 

Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, para recabar la opinión de los sujetos y las 

organizaciones más representativas potencialmente afectados por la futura norma. La consulta pública 

estuvo abierta desde el 18 de marzo hasta el 6 de abril de 2026, ambos inclusive, y pudo realizarse a 

través del siguiente enlace: 

https://expinterweb.inclusion.gob.es/participacion/participa?tramite=  

Se recibieron un total de 7 observaciones, que pueden ser consultadas, junto a su respuesta, en el 

Anexo I de la presente memoria. 

B) Audiencia e información pública 

Según lo establecido en el artículo 26.6 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, el 

presente proyecto se ha sometido al trámite de audiencia e información públicas por un periodo 

comprendido entre el X y el X de X de 2026, ambos inclusive.  

El proyecto y su Memoria pudieron ser consultados en el siguiente enlace: 

X 

Se han recibido un total de X observaciones, que pueden ser consultadas, junto a su respuesta, en el 

Anexo II de la presente memoria. 

C) Informes 

En aplicación de lo dispuesto en el artículo 17.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 

Subvenciones, se ha recabado el informe de la Abogacía del Estado y de la Intervención Delegada en 

el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones. 

En aplicación de lo dispuesto en el artículo 26.5, párrafo cuarto de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, 

del Gobierno se ha recabado el informe de la Secretaría General Técnica del Ministerio de Inclusión, 

Seguridad Social y Migraciones. 

Además, dentro de la tramitación normativa se han solicitado los siguientes informes: 

- Informe de la Oficina de Coordinación y Calidad Normativa del Ministerio de Presidencia, 

Justicia y Relaciones con las Cortes, en base al artículo 26.9 de la Ley 50/1997, de 27 de 

noviembre.  

https://expinterweb.inclusion.gob.es/participacion/participa?tramite=1


 

15  

- Se ha recabado la aprobación previa del Ministerio para la Transformación Digital y de la 

Función Pública, tal y como exige el artículo 26.5, párrafo quinto, de la Ley 50/1997, de 27 de 

noviembre.  

 

VI. ANALISIS DE IMPACTOS 

De conformidad con lo estipulado en los artículos 26.3 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 

Gobierno, y 2 del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis 

de Impacto Normativo, se desarrolla a continuación la valoración de los siguientes impactos:  

A) Impacto económico. 

Si bien la promoción de la inclusión social y laboral en el ámbito territorial objeto de la orden ministerial 

que se propone tiene implicaciones económicas por cuanto favorece el desarrollo futuro de la sociedad 

en su conjunto en el ámbito territorial de aplicación, no se prevén efectos económicos directos y de 

carácter significativo en el corto plazo. 

No obstante, se estima que la norma proyectada producirá un impacto económico indirecto positivo a 

largo plazo, en dimensiones vinculadas a la inclusión de los colectivos vulnerables beneficiarios tales 

como el desarrollo socio-laboral, la educación, las competencias digitales, la vivienda, la pobreza 

energética o la salud, como resultado de los proyectos innovadores que se financien.  

No se estima que la norma proyectada produzca impacto alguno en materia de competencia. 

B) Impacto presupuestario.  

Esta orden ministerial no supondrá ninguna variación en los gastos ni en los ingresos de las partidas 

presupuestarias de este departamento, al tratarse de bases reguladoras de subvenciones cuya 

concesión y pago efectivo requiere de previa convocatoria. 

Asimismo, el proyecto de orden ministerial no genera gastos de personal, ya que no implica 

modificación en el régimen jurídico aplicable al personal al servicio del sector público ni dispone la 

creación, modificación o supresión de órganos, unidades o puestos de trabajo. 

C) Análisis de cargas administrativas. 

El proyecto no supone la creación de cargas administrativas innecesarias, por cuanto establece las 

bases para futuras convocatorias de subvenciones que velen por el respeto de los principios de 

simplificación administrativa y mejora regulatoria. Por otro lado, de conformidad con el artículo 5 de la 

norma, las entidades beneficiarias serán personas jurídicas que operan en el Tercer Sector de Acción 

Social, sin que se imponga ninguna carga administrativa a los particulares.  

D) Impacto por razón de género.  

En cumplimiento de lo estipulado en el artículo 19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 

igualdad efectiva entre mujeres y hombres, así como en el artículo 26.3.f) de la Ley 50/1997, de 27 de 
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noviembre, del Gobierno, se analiza y certifica que las disposiciones del presente proyecto normativo 

son aplicables de igual forma a los hombres y a las mujeres, sin que de la misma puedan desprenderse 

consecuencias negativas discriminatorias por razón de género.  

La norma tiene como objetivo promover la realización de actividades de inclusión de interés general, 

sin incidir específicamente por razón de sexo, dado que las actuaciones a financiar no distinguen por 

este motivo. No obstante, dichas actuaciones tienen por destinatarios a colectivos que se encuentren 

en situación o riesgo de exclusión social, siendo las mujeres uno de los grupos más afectados en 

España por la pobreza (la tasa se sitúa en el 26,8% para ellas, según datos avanzados a febrero de 

2026 por el Instituto Nacional de Estadística en la Encuesta de Condiciones de Vida, frente al 24,5% 

para los hombres).  

Asimismo, de manera específica el apartado 2 del artículo 2 del proyecto normativo incorpora, entre 

los colectivos a considerar en situación de vulnerabilidad, a las mujeres víctimas de violencia de género 

y de violencia sexual, así como a las víctimas de trata de seres humanos y explotación sexual, y a las 

personas que encabezan hogares monoparentales; situaciones que, en ambos casos, afectan de 

manera especialmente grave a las mujeres. 

Los proyectos subvencionables previstos en esta orden ministerial, y dirigidos a la realización y 

evaluación de proyectos de innovación y experimentación social que promuevan la inclusión de 

colectivos vulnerables, contribuirán por lo tanto a paliar la situación de exclusión social y vulnerabilidad 

que experimentan, en particular, las mujeres.  

E) Impacto en la infancia y la adolescencia.  

De manera similar, el apartado 2 del artículo 2 del proyecto normativo incorpora de manera específica, 

entre los colectivos a considerar en situación de vulnerabilidad, a la infancia y la juventud. Más allá de 

esta previsión, cabe observar de manera general que, al formar parte los niños y niñas y los 

adolescentes, por definición, de una categoría de especial vulnerabilidad, se estima que los proyectos 

de inclusión impulsados por la orden ministerial prevista permiten afirmar que la norma conllevará un 

impacto positivo en lo que respecta a la infancia y la adolescencia, en el sentido del artículo 22 

quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, y de la 

disposición final quinta de la Ley 26/2015 de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a 

la infancia y a la adolescencia (por la que se modifica la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, 

de 18 de noviembre, de protección a las familias numerosas). 

F) Impacto en la familia. 

En el mismo sentido, y trayendo causa de lo dispuesto en la Disposición Adicional décima de la Ley 

40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas, se pondera que, dado que los 

objetivos de la orden ministerial buscan actuar sobre el conjunto de las personas vulnerables o en 

riesgo o situación de exclusión social mediante intervenciones que favorezcan su plena integración, el 

impacto esperado de la norma sobre las familias es positivo.  

G) Impacto en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 

universal de las personas con discapacidad.  
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Realizado el análisis previsto en la Disposición Adicional Quinta de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, se 

considera que el proyecto de orden ministerial, al fomentar proyectos dirigidos a la plena inclusión de 

todos los colectivos en la sociedad y a la erradicación de la discriminación en sus distintas formas, 

tendrá un impacto positivo en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 

universal de las personas con discapacidad. 

Asimismo, el artículo 2.2 de la orden prevista incorpora una mención específica a las personas con 

discapacidad como pertenecientes a uno de los colectivos en situación de vulnerabilidad a los que 

podrán dirigirse los proyectos innovadores de inclusión social que se financien sobre su base. 

H) Impacto medioambiental.  

No se prevé de manera directa ningún impacto medioambiental derivado de la aprobación de la norma 

proyectada. 

I) Impacto por razón de cambio climático.  

En el análisis de este impacto realizado de acuerdo con la Disposición Final Quinta de la Ley 7/2021, 

de 20 de mayo, de cambio climático, así como con el artículo 26.3.h) de la Ley 50/1997, de 27 de 

noviembre, del Gobierno, se concluye que la orden ministerial tendrá un impacto nulo en relación con 

la mitigación del cambio climático y a la adaptación al mismo. 

J) Otros impactos  

Se estima que la norma tendrá un impacto positivo sobre los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la 

Agenda 2030. Concretamente, por la naturaleza transversal de los objetivos perseguidos (la inclusión 

social y la mejora de las políticas públicas en esta materia), la norma se relaciona, dentro del Plan de 

Acción para la Agenda 2030 aprobado por Consejo de Ministros el 29 de junio de 2018, con el conjunto 

de las metas vinculadas a los ODS 1 a 5, 7, 8 y 10.  

VII. EVALUACIÓN «EX POST».  

En cuanto a lo dispuesto en los artículos 28.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, y 

3.2 del Real Decreto 286/2017, de 24 de marzo, por el que se regulan el Plan Anual Normativo y el 

Informe Anual de Evaluación Normativa de la Administración General del Estado y se crea la Junta de 

Planificación y Evaluación Normativa, la orden ministerial que se propone no forma parte de las normas 

susceptibles de evaluación en el correspondiente Plan Anual Normativo.  

No obstante, por su naturaleza y contenido, los resultados de la norma se consideran susceptibles de 

evaluación y por ello se ha previsto que los proyectos financiados sobre su base deberán incorporar 

una evaluación de impacto basada en un enfoque contrafactual, destinada a establecer una relación 

causal entre una intervención y su resultado, así como estimar los efectos atribuibles a la intervención. 

A tal fin, las entidades deberán definir los objetivos específicos perseguidos, los indicadores que 

permitan medir el impacto, así como el diseño metodológico de la evaluación contrafactual que se 

aplicará, ya sea de tipología experimental o cuasiexperimental. 
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Los resultados de la evaluación podrán ser publicados con objeto de contribuir a la generación de 

conocimiento de la política de inclusión, a la orientación de la política de gasto de las administraciones 

públicas, y a la creación de mayor impacto orientando su diseño a resultados y a la consecución de 

objetivos. 

 

 

 



  

 . 

 

SECRETARÍA GENERAL DE 

INCLUSIÓN 

 

MINISTERIO 

DE INCLUSIÓN, SEGURIDAD SOCIAL  

Y MIGRACIONES 

.  

 
 

ANEXO I: OBSERVACIONES RECIBIDAS EN EL TRÁMITE DE CONSULTA PÚBLICA PREVIA  

  

NOTAS: 

 

En esta fase de la tramitación normativa del proyecto de orden ministerial se han presentado un total de siete observaciones, todas procedentes de 
entidades del Tercer Sector de Acción Social.  

 

En la columna “Propuesta modificación” se introducen las propuestas o comentarios resumidos. Las palabras o frases entrecomilladas son literales. 

 

En la columna “Admisión/Inadmisión” se introduce ACEPTADA cuándo la propuesta o comentario sea totalmente aceptado, RECHAZADA cuando 
es totalmente rechazado y ACEPTADA PARCIALMENTE cuando es parcialmente aceptado.  

 

Todas las propuestas o comentarios NO aceptados tendrán una explicación en la columna “justificación técnica de las no admitidas”, al igual que 
los parcialmente aceptados SI/NO.  

 

 

 

Entidad Propuesta de modificación Admisión/Inadmisión Justificación técnica de las no 
admitidas 

Observante 
n.º 1 

1. Incluir como colectivo potencialmente beneficiario a las personas 
mayores dado su reconocimiento como colectivo vulnerable por 
la multitud de factores de vulnerabilidad que reúnen (riesgo de 
soledad no deseada y aislamiento social, brechas digitales que 
dificultan el acceso a derechos, mayor exposición a la pobreza 
energética o discriminación por edad). 

Se acepta  

2. Considerar especialmente valioso los proyectos piloto dirigidos a 
colectivos no representados en el Laboratorio anterior dado que 
la evidencia no incluyó intervenciones específicas para mayores. 

No se acepta 

Los criterios de valoración 
propuestos evalúan a las 
entidades solicitantes y la calidad 
de los proyectos propuestos, 
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siempre que vayan dirigidos a 
uno o varios de los colectivos 
vulnerables indicados en la 
orden (incluidas las personas 
mayores. 

3. Fomentar la diversidad metodológica promoviendo proyectos que 
exploren acompañamiento social intensivo, intervención 
comunitaria intergeneracional, redes de apoyo vecinal, 
digitalización inclusiva, modelos preventivos frente a la soledad 
no deseada. 

Se acepta 
parcialmente 

Se considera que la diversidad 
metodológica propuesta es 
posible dentro de las líneas de 
actuación contempladas en la 
orden. 

Observante 
n.º 2 

Propone no limitar las convocatorias al carácter estatal de las 
entidades, indicando que esto permitiría poder valorar la riqueza de 
proyectos muy pegados al territorio. Considera que la exclusión de 
las entidades locales y regionales de las convocatorias para el 
desarrollo de proyectos piloto no tiene en cuenta la realidad de 
algunos territorios donde el grueso de proyectos de inclusión es 
desarrollado por estas entidades, con una incidencia menor de las 
entidades de carácter estatal. 

No se acepta 
No resulta posible por razones 
de índole jurídica y de 
distribución competencial. 

Observante 
n.º 3 

1. Incorporar la flexibilidad como principio estructural, que 
permita: ajustar los itinerarios a los ritmos y circunstancias de 
las personas participantes, adaptar contenidos, 
metodologías y secuencias de intervención durante la 
ejecución y establecer marcos temporales de al menos 24 
meses. 

Se acepta 
parcialmente 

Se considera que la flexibilidad 
propuesta es posible dentro de 
las líneas de actuación 
contempladas en la orden. 

2. Se propone que la norma se articule en torno a objetivos 
orientados a maximizar el impacto de las intervenciones y su 
capacidad de transferencia a políticas públicas estructurales, 
mejorando la eficacia de las políticas de inclusión, generando 
conocimiento y reduciendo la fragmentación del sistema de 
atención. Para ello se propone impulsar itinerarios 
personalizados, intervenciones integrales, adecuándolas a la 
realidad del mercado laboral o incorporar la evaluación de 
impacto, pero promoviendo sistemas de evaluación mixtos 
(cuantitativos y cualitativos) y no limitar la medición del 
impacto a la inserción laboral. 

Se acepta 
parcialmente 

Se considera que los objetivos 
propuestos están alineados con 
los de la orden, incluyendo ésta la 
evaluación de impacto como 
elemento estructural y dando 
cabida las líneas de actuación de 
la norma a la caracterización de 
proyectos que se propone. 

3. Incorporar la centralidad de la persona en el diseño de los 

itinerarios, la intervención integral y multidimensional, la 
Se acepta 
parcialmente 

Se considera que los enfoques 
que se proponen tienen cabida 
dentro de las líneas de actuación 
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perspectiva de género, la atención a la salud mental, el 

desarrollo competencial aplicado o el enfoque comunitario.  

contempladas en la orden. 
Asimismo, se incorpora 
explícitamente la perspectiva de 
género y la atención a la salud 
mental en las líneas de actuación. 

4. Garantizar financiación suficiente para cubrir costes reales, 

incluyendo personal técnico, administrativo y costes 

indirectos 

Se acepta 
parcialmente 

Se acepta el fondo de la 
observación pero al considerarse 
que esta cuestión desborda el 
ámbito material de unas bases 
reguladoras, se remite su 
concreción a la oportuna 
convocatoria de la subvención. 
Sin embargo, los costes de 
personal técnico, administrativo, 
así como los indirectos se 
consideran gastos 
subvencionables en la orden. 

5. Simplificación de los procedimientos administrativos y de 

justificación. Se acepta 

 

6. Se propone el desarrollo de herramientas compartidas de 

gestión de casos entre sistemas (servicios sociales, empleo, 

salud) y el impulso de protocolos operativos de coordinación 

interinstitucional. 

No se acepta 

Las subvenciones no se dirigen a 
administraciones públicas, por lo 
que no pueden incluir entre sus 
actuaciones el desarrollo de esta 
propuesta.  

7. Reconocimiento del Tercer Sector como agente clave en la 

generación de evidencia y evaluación de impacto. Se acepta 

 

Observante 
n.º 4 Se solicita que en la configuración de las subvenciones a regular 

mediante el proyecto normativo se preste atención a los siguientes 
aspectos: 

• Que se reconozca la inclusión social como objetivo propio, como 
objetivo en sí mismo. 

• Que se refuerce el acompañamiento social e individualizado. 

• Que se garantice un enfoque integral (ingresos, vivienda, salud, 
educación y relaciones sociales) 

 
Se acepta 
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• Que se incorpore la dimensión familiar, en especial en contextos 
de pobreza infantil. 

• Que se mejore la coordinación entre administraciones y 
entidades sociales, con roles claros y definidos. 

• Que se avance en la evaluación con indicadores estables en el 
tiempo, incluyendo variables de inclusión social, y el uso de 
metodologías rigurosas. 

• Que se reconozca el papel del tercer sector, valorando su 
experiencia y especialización. 

• Que se tenga en cuenta el territorio, adaptando las intervenciones 
a las características del entorno, tanto en el medio urbano como 
rural. 

 
 
 

Observante 
n.º 5 

Trasladan las siguientes consideraciones: 

• Se solicita que no se limite la innovación a soluciones 
tecnológicas (acompañamiento intensivo, combinar intervención 
social, empleo y comunidad, mejora de acceso efectivo a 
derechos, espacios participativos, coordinación entre sistemas). 

• Se sugiere contemplar distintos tipos de evaluación. Incorporar 
indicadores que permitan valorar no sólo los resultados 
inmediatos, sino la efectividad de las intervenciones y su 
potencial de transferencia. 

• Se propone una duración del proyecto suficiente (en torno a dos 
años). 

• Se propone clarificar las condiciones de cofinanciación. 
 

• Se propone un enfoque centrado en múltiples grupos vulnerables 
(no sólo los perceptores del IMV) 

• Se insta a reconocer de forma clara el valor del Tercer Sector. 

• Se pide contemplar costes asociados a: Diseño metodológico, 
captación y vinculación de participantes, acompañamiento, 
coordinación y evaluación y sistematización. 

 

• Se observa la necesidad de favorecer la capacidad para que los 
proyectos puedan ser transferidos o replicados en otros 
contextos. 

 

Se acepta 
parcialmente. 

 
En esta observación, hay 
cuestiones que desbordan el 
ámbito material de unas bases 
reguladoras, se remite su 
concreción a la oportuna 
convocatoria de la subvención. 
 
 
 
No se contempla en el proyecto 
normativo la subvencionabilidad 
de los costes que constituyan 
ayudas económicas relacionadas 
con la captación y vinculación de 
las personas participantes en el 
proyecto.  
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• Se insta a incorporar de forma clara la perspectiva de género, 
interculturalidad o enfoque de derechos. 

Observante 
n.º 6 

• Se considera especialmente pertinente un enfoque basado en la 

evidencia y en la evaluación del impacto, como instrumento para 

mejorar la eficacia y la eficiencia de las políticas públicas de 

inclusión social, así como la vocación de impacto estructural de 

los proyectos piloto, de manera que puedan ser escalados e 

integrados de forma estable en las políticas públicas. 

• Con el objetivo de reforzar un enfoque transversal e 

interseccional, se observa la necesidad de incluir a los colectivos 

con mayor riesgo de pobreza y exclusión (personas con 

discapacidad, especialmente mujeres y niñas con discapacidad). 

• Se considera fundamental que los itinerarios de inclusión 

financiados tengan un carácter integral, articulando de manera 

coordinada los distintos ámbitos que inciden en los procesos de 

inclusión social (servicios sociales, empleo, educación, salud, 

vivienda, acceso a suministros básicos y desarrollo de 

competencias digitales), así como de incluir un acompañamiento 

social personalizado, sostenido en el tiempo y adaptado a las 

capacidades, ritmos y necesidades de cada persona. 

• Se propone reforzar la participación activa de las personas 

destinatarias (directamente o a través de sus entidades 

representativas) y del Tercer Sector de Acción Social en el 

diseño, desarrollo y evaluación de los proyectos piloto, 

reconociendo su papel como agente estratégico en las políticas 

públicas de inclusión social; así como avanzar en modelos de 

gobernanza colaborativa entre administraciones públicas y 

entidades sociales, garantizando coherencia en las actuaciones, 

evitando solapamientos y facilitando la transferencia de buenas 

prácticas. 

• Se insta a que las bases reguladoras incorporen de manera 

expresa el principio de accesibilidad universal y diseño para 

Se acepta 
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todas las personas, en sus dimensiones física, sensorial, 

cognitiva y digital de forma transversal. 

• Se propone que los sistemas de evaluación combinen 

indicadores cuantitativos y cualitativos, y que los resultados de 

los proyectos puedan desagregarse cuando resulte pertinente 

con el fin de conocer el impacto de las intervenciones en 

personas con discapacidad y en otros colectivos con especiales 

dificultades de inclusión. 

• Para la generación de evidencia y el aprendizaje para la toma de 

decisiones públicas, se solicita que las intervenciones deben de 

estar suficientemente dimensionadas y dotadas de recursos 

adecuados, ya que los modelos de financiación excesivamente 

fragmentados o de baja intensidad dificultan la obtención de 

resultados estructurales y evaluables. 

• Se subraya la necesidad de incorporar la proporcionalidad y la 

simplificación administrativa como principio rector de las bases 

reguladoras, reduciendo cargas innecesarias en las fases de 

solicitud, gestión y justificación de los proyectos, a fin de facilitar 

la participación de las entidades del Tercer Sector, especialmente 

de aquellas de menor dimensión, así como procesos accesibles, 

comprensibles y adaptados a las personas destinatarias de los 

itinerarios de inclusión. 

• Se requiere un marco temporal suficiente (subvenciones de 

carácter plurianual, o fórmulas equivalentes) para desplegar 

intervenciones integrales con resultados significativos y 

evaluables. 

• Se solicita una financiación suficiente que cubra los costes reales 

de la intervención social, ya que la eficacia de los itinerarios y la 

validez de su evaluación dependen de ellos. 

• Se observa que el concepto de innovación no debe limitarse a 

soluciones tecnológicas o digitales, sino también a innovación 

social. 
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Observante 
n.º 7 

• Se solicita incluir en el concepto de personas en situación de 
vulnerabilidad destinatarias a las personas con discapacidad, y 
en especial intelectual o del desarrollo, a personas procedentes 
de institución de menores, y a personas reclusas y exreclusas. 

• Además se insta a que las bases reguladoras sean 
especialmente sensibles a la interseccionalidad de las 
situaciones de vulnerabilidad y al género, incluyendo un enfoque 
de género que garantice la presencia y participación en los 
proyectos de mujeres en cualquier situación de vulnerabilidad 
mediante la aplicación de medidas de discriminación positiva. 

• Se observa que los itinerarios deberían desarrollarse en uno o 
varios de los ámbitos relevantes para la inclusión social de las 
personas en situación o riesgo de exclusión social (ámbito 
laboral, educativo, servicios sociales, salud y cuidados, vivienda, 
competencias digitales, suministro energético). 

• Las actuaciones subvencionables deben incluir modelos 

innovadores y elementos que garanticen el aprendizaje real y la 

posibilidad de escalar las soluciones testadas (metodologías 

participativas como la co-producción, participación de 

administraciones públicas o agentes capaces de implementar los 

resultados testados, enfoque comunitario como objetivo de 

inclusión real de los colectivos a quienes van dirigidas, y 

evidencia científica, que permita extraer conocimiento de pilotos 

de experimentación mediante análisis de datos). 

Asimismo, se deben incluir proyectos piloto vinculados al 

incremento de la tasa de actividad y ocupación de las personas 

con discapacidad intelectual y del desarrollo, en particular a 

través de la implementación de metodologías innovadoras como 

el empleo personalizado. 

• Se observa que deberían ser elegibles como beneficiarias de las 
subvenciones las entidades que trabajen con colectivos en 
situación de vulnerabilidad, que tengan un ámbito estatal, con la 
posibilidad de que realicen la solicitud en colaboración con sus 
entidades asociadas, e incluyendo también a las agrupaciones 
de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, las 
comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad 

 
Se acepta 
parcialmente 

 
No se contempla en el borrador 
normativo la posibilidad que sean 
beneficiarias de las subvenciones 
las agrupaciones o personas sin 
personalidad jurídica, ya que esa 
condición se reserva a las 
entidades del tercer sector de 
acción social que reúnan los 
requisitos recogidos en el artículo 
5 del mismo. 
 
 
 
 
El artículo 16 del proyecto 
normativo prevé que, con 
carácter excepcional y por razón 
de la naturaleza de las 
actividades que integran el 
proyecto subvencionado, se 
pueda autorizar al beneficiario la 
subcontratación parcial por un 
máximo del 50 % del importe de la 
actividad subvencionada, 
computado aislada o 
conjuntamente, siempre que su 
objeto no constituya el contenido 
esencial de dicha actividad, 
aporte un valor añadido a la 
misma y se motive su necesidad 
debidamente 
 
 
El borrador normativo prevé en su 
artículo 15 que la forma de pago 
de las subvenciones concedidas 
se determine expresamente en 
las correspondientes 
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económica o patrimonio separado, aun cuando carezca de 
personalidad jurídica.  
 

• Se propone que se consideren gastos subvencionables los de las 
siguientes categorías: Personal, movilidad, asesoría técnica, 
costes específicos relacionados con destinatarios, arrendamiento 
de bienes muebles e inmuebles. 

• Se sugiere que se contemple en el texto la posibilidad para las 
entidades beneficiarias de subcontratar hasta el ochenta por 
ciento de la actividad subvencionable. 

• Se solicita que el pago de la subvención tenga carácter 
anticipado y se realice en un único pago. 

convocatorias, permitiendo no 
obstante que éstas contemplen 
tanto pagos anticipados, en un 
solo plazo o en varios, con 
carácter previo a la justificación, 
como pagos a cuenta, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 
34.4 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre.  
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ANEXO II: OBSERVACIONES RECIBIDAS EN LOS TRÁMITES DE INFORMACIÓN Y AUDIENCIA PÚBLICA 

 

NOTAS: 

 

En esta fase de la tramitación normativa del proyecto de orden ministerial se han presentado un total de X observaciones, X procedentes de X y las 
restantes procedentes de X  

 

En la columna “Propuesta modificación” se introducen las propuestas o comentarios resumidos. Las palabras o frases entrecomilladas son literales. 

 

En la columna “Admisión/Inadmisión” se introduce ACEPTADA cuándo la propuesta o comentario sea totalmente aceptado, RECHAZADA cuando 
es totalmente rechazado y ACEPTADA PARCIALMENTE cuando es parcialmente aceptado.  

 

Todas las propuestas o comentarios NO aceptados tendrán una explicación en la columna “justificación técnica de las no admitidas”, al igual que 
los parcialmente aceptados SI/NO.  

 

Entidad Propuesta de modificación Admisión/Inadmisión Justificación técnica de las no 

admitidas 

 

 ACEPTADA 

PARCIALMENTE / 

ACEPTADA 

PLENAMENTE / 

RECHAZADA 
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ANEXO III: INFORMES RECABADOS 

 

En esta fase de la tramitación normativa del proyecto de orden ministerial se han recabado los siguientes informes: 

a) En aplicación de lo dispuesto en el artículo 17.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, se han recabado los 
informes de la Abogacía del Estado, de la Intervención Delegada  

b) En aplicación de lo dispuesto en el artículo 26.5 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, se ha recabado el informe de la Secretaría General 
Técnica del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones. 

c) Informe del Ministerio de Política Territorial y Memoria Democrática en base al artículo 26.5, párrafo sexto, de la Ley 50/1997, de 27 de 
noviembre. 

d) Informe del Ministerio de Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes, en base al artículo 26.9 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre  

e) Se ha recabado la aprobación previa del Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública, tal y como exige el artículo 26.5, 
párrafo quinto, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre. 

En la columna “Propuesta modificación” se introducen las propuestas o comentarios resumidos. Las palabras o frases entrecomilladas son literales. 

 

En la columna “Admisión/Inadmisión” se introduce ACEPTADA cuándo la propuesta o comentario sea totalmente aceptado, RECHAZADA cuando 
es totalmente rechazado y ACEPTADA PARCIALMENTE cuando es parcialmente aceptado.  

 

Todas las propuestas o comentarios NO aceptados tendrán una explicación en la columna “justificación técnica de las no admitidas”, al igual que 
los parcialmente aceptados SI/NO. 
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ORGANISMO 
EMISOR 

ARTÍCULO PROPUESTA MODIFICACIÓN 
ADMISIÓN / 
INADMISIÓN 

JUSTIFICACIÓN TÉCNICA DE LAS NO ADMITIDAS 

Abogacía del 
Estado 

Artículo 1 – 
Objeto 

En relación con los términos “innovación social” e “intervención 
estratégica”, conviene aclarar si las actuaciones a realizar por los 
beneficiarios de la subvención consisten únicamente en la formulación 
y diseño de los proyectos, si incluyen también su ejecución o realización 
o si la percepción de la subvención depende de la eventual evaluación 
que se lleve a cabo mediante una metodología dada, que no se define 
de antemano, atendiendo al grado de inclusión finalmente conseguido 
respecto de los colectivos vulnerables a los que vayan dirigidos. La 
cuestión puede revestir una importancia determinante a la hora de 
justificar el grado de cumplimiento de las actuaciones por los 
beneficiarios. 

ACEPTADA  

 

La formulación invita a plantearse si la finalidad principal a conseguir es 
la realización de las actividades de los proyectos en sí o la generación 
de conocimiento, a la que parece referirse el texto con el término 
“escalabilidad”. Por ello el informe recuerda que para situaciones previas 
a la implementación de iniciativas concretas con la finalidad de llevar a 
cabo cambios en la realidad material de los ciudadanos, existen 
instrumentos apropiados para el estudio preliminar, la extracción de 
conocimiento o la generación de ideas en etapas embrionarias como los 
contratos de servicios de consultoría o incluso los concursos de 
proyectos, regulados en la Ley 9/2015, de 8 de noviembre, de contratos 
del Sector Público. 

RECHAZADA 

Se rechaza el recurso a contratos de servicios de consultoría o a 
los concursos de proyectos regulados en la Ley de contratos del 
sector público por perseguirse tanto el objetivo de generar 
conocimiento como, yendo más allá, el de ejecutar las actividades 
de los proyectos. Por coherencia con este enfoque, se acepta la 
observación anterior y se concreta en el texto que la norma 
persigue “la ejecución y la evaluación” de proyectos innovadores 
de inclusión social. 

 

Apreciada la delimitación competencial en la que se ampara la 
intervención de la Secretaría General de Inclusión, se observa no 
obstante que es delgada la línea que separa las competencias de este 
órgano de las propias de la asistencia social, que en virtud del artículo 
148.1.20 de la Constitución residen en las Comunidades Autónomas. 
Por ello, se señala que en ocasiones en las que no es completa la 
seguridad sobre la habilitación propia para intervenir en un ámbito 
competencial determinado puede resultar conveniente reflexionar sobre 
la oportunidad de llevar a cabo la territorialización de fondos prevista en 
el artículo 86 de la Ley 47/2003 de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, para que sean las entidades territoriales competentes 
en las que, en su caso, desarrollen la intervención. 

RECHAZADA 

Se rechaza recurrir a la territorialización de fondos prevista en el 
artículo 86 de la Ley 47/2003 de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, por ser el objetivo de este proyecto normativo 
aprobar las bases reguladoras de las subvenciones a convocar a 
futuro para el ejercicio de las competencias propias atribuidas a la 
Secretaría General de Inclusión por el Real Decreto 501/2024, de 
21 de mayo, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica 
del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones.  

Artículo 5 
En relación con el alcance subjetivo de las ayudas, se observa que el 
mismo se limita a las entidades pertenecientes al Tercer Sector de 
Acción Social regulado por la Ley 43/2015, de 9 de octubre, mediante el 

RECHAZADA 

Se rechaza ampliar el alcance subjetivo de las ayudas, mediante 
la flexibilización de los criterios de valoración de los proyectos, por 
considerarse que es necesaria la comprobación en cierta medida 
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ORGANISMO 
EMISOR 

ARTÍCULO PROPUESTA MODIFICACIÓN 
ADMISIÓN / 
INADMISIÓN 

JUSTIFICACIÓN TÉCNICA DE LAS NO ADMITIDAS 

establecimiento de una serie de requisitos que tienen en cuenta la 
antigüedad y la solvencia, lo que podría llegar a tener un efecto contrario 
al principio de libre concurrencia y restringir las opciones de participación 
a estas entidades y, entre ellas, a las de mayor tamaño y relevancia. 

de la capacidad de los beneficiarios para cumplir con la primera 
de las obligaciones que le atribuye el artículo 14.1 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
consistente en “cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, o realizar 
la actividad […] que fundamenta la concesión de las 
subvenciones”. 

 

Si bien se permite la participación de confederaciones o federaciones, 
sumando proyectos diferenciados, no se hace referencia a los extremos 
previstos en el artículo 11.3 de la LGS, como los compromisos de 
ejecución asumidos por cada miembro o el importe de la subvención a 
aplicar por cada uno de ellos.  

Tampoco se aclara si es posible que un mismo beneficiario se presente 
a varios proyectos. 

RECHAZADA 
PARCIALMENT

E 

Se rechaza atender al segundo inciso de la observación, por 
cuanto la previsión relativa a la presentación de varios proyectos 
por parte de un mismo beneficiario ya aparece contemplada en el 
artículo 7.1.a) del proyecto normativo.  

Artículo 10 

En relación de nuevo con los criterios de valoración que se exigen a los 
solicitantes, se reiteran las anteriores observaciones sobre la 
antigüedad que, junto con la valoración del tamaño o grado de 
estructura, así como de la experiencia, tanto de la entidad como de los 
participantes en los proyectos, pueden suponer un perjuicio para las 
entidades más pequeñas o recientes. 

RECHAZADA 

En línea con las consideraciones a la observación sobre el artículo 
5 del proyecto normativo, se rechaza flexibilizar los criterios de 
valoración de los solicitantes por estimarse que es necesaria la 
comprobación en cierta medida de la capacidad de los 
beneficiarios para cumplir con la primera de las obligaciones que 
le atribuye el artículo 14.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, consistente en “cumplir el objetivo, 
ejecutar el proyecto, o realizar la actividad […] que fundamenta la 
concesión de las subvenciones”. 

 

Atendiendo al contenido mínimo obligatorio que se debe incluir por 
mandato del citado artículo 17 de la LGS, faltaría únicamente una 
referencia a lo dispuesto en el apartado f) sobre la cuantía 
individualizada de la subvención o criterios para su determinación, no 
siendo posible diferir la consignación de esa información hasta el 
momento de la aprobación de la correspondiente convocatoria. 

RECHAZADA 

Se considera cumplido el mandato previsto en el artículo 17.3.f) 
de la LGS mediante lo estipulado en el artículo 9.2 del proyecto 
normativo, que establece los criterios para la determinación de la 
cuantía individualizada de la subvención al prever que “El importe 
de la subvención correspondiente a cada proyecto subvencionado 
se determinará teniendo en cuenta los criterios de valoración 
establecidos en el artículo 10, atendiendo a la puntuación obtenida 
por cada proyecto presentado, el montante total de la partida 
presupuestaria y la cuantía solicitada.” 

Artículo 13 – 
Artículo 14 

Si bien la modificación del proyecto prevista en el artículo 14 parece 
conforme a las posibilidades que ofrece el artículo 17.3.l) de la norma, 
se observa que resulta cuestionable y se desconoce el fundamento 
jurídico en el que se fundamentaría la posibilidad de modificación de la 
resolución prevista en el artículo 13 para permitir el traspaso del importe 

ACEPTADA  



 

31  

ORGANISMO 
EMISOR 

ARTÍCULO PROPUESTA MODIFICACIÓN 
ADMISIÓN / 
INADMISIÓN 

JUSTIFICACIÓN TÉCNICA DE LAS NO ADMITIDAS 

subvencionado para la ejecución de un proyecto distinto al presentado 
inicialmente y más aún el cambio de titularidad de la subvención a un 
beneficiario distinto. 

Artículo 15 

En relación con la obligación de acreditar estar al corriente en el 
cumplimiento de las obligaciones tributarias y frente a la Seguridad 
Social, antes del cobro de la subvención, no se entiende por qué al final 
del primer apartado se permite sustituir la acreditación por la 
presentación de una nueva declaración responsable. 

ACEPTADA  

 
En cuanto la posibilidad de realizar pagos anticipados y pagos a cuenta 
se debe considerar que el artículo 34.4 permite estas opciones, pero 
exige su justificación de acuerdo con la naturaleza de la subvención. 

ACEPTADA  

Artículo 22 
apartado e) 

En relación con los gastos de viaje y estancia contiene una referencia a 
las cuantías para dietas y gastos de viaje, según estén fijadas en el 
convenio de aplicación, resultando que tal vez dicha referencia a un 
convenio no sea correcta en este tipo de subvenciones. 

ACEPTADA  

Artículo 26 
Los criterios de graduación de los incumplimientos no se establecen de 
acuerdo con el principio de proporcionalidad en todos los casos. 

RECHAZADA 

Se rechaza revisar los criterios de graduación de los 
incumplimientos por cuanto los incumplimientos que se tipifican en 
la disposición mencionada hallan correspondencia con 
infracciones graves o muy graves previstas, respectivamente, en 
los artículos 57 y 58 de la LGS. 

Artículo 7.3.f) 

Entre la documentación a incluir en la solicitud, se exige la constancia 
de los directivos de la entidad, miembros de su patronato u órgano 
directivo. Convendría aclarar la necesidad o conveniencia de consignar 
esa información. 

RECHAZADA 

Se mantiene en el texto la exigencia de presentar como parte de 
la solicitud una certificación en la que conste la identificación de 
los directivos de la entidad, miembros de su patronato u órgano 
directivo, así como la fecha de su nombramiento y modo de 
elección, con el objetivo de poder cumplir, en caso de que 
resultara aplicable, la normativa nacional y/o europea en materia 
de conflictos de interés.  

Intervención 
Delegada 

Parte 
expositiva 

En relación con el Plan Estratégico de Subvenciones (PES), el informe 
indica que el borrador remitido incluye un párrafo provisional sobre su 
inclusión en un futuro PES, encontrándose dicho párrafo vacío de 
contenido concreto.  Puesto que dicha línea de subvenciones no se 
encuentra incluida en el actual PES 2024-2026, deberá motivarse por 
qué es necesario el establecimiento o implantación de estas 
subvenciones. 

ACEPTADA 

PARCIALMENTE 

Se está a la espera de incluir una línea con la convocatoria en 
desarrollo de esta Orden de bases en el Plan estratégico en vigor 
en el momento de su publicación. 
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Parte 
expositiva 

En  el  proyecto  remitido  no  se  incluye  a  los  objetivos  operativos  de  
las  subvenciones.  Por  ello,  deben  concretarse  los  objetivos  
operativos  de  las  subvenciones,  que  deberán  estar  alineados  con  
los  objetivos  estratégicos  de  la  política subvencional del Ministerio. 
Los objetivos operativos deberán cumplir con  los requisitos habituales 
exigidos a cualquier tipo de objetivo (específico, medible,  alcanzable, 
relevante y temporal) 

ACEPTADA 
PARCIALMENTE 

Se encuentra condicionado a la integración de la línea en el Plan 
estratégico de subvenciones en vigor en el momento de su 
aprobación 

Parte 
expositiva 

En la exposición de motivos del borrador se indica que la orden se 
estructura en 26 artículos, 4 disposiciones finales y un anexo. No 
obstante, no se aporta dicho anexo. 

ACEPTADA  

Artículo 4 
En el párrafo 5º del artículo 4 del borrador de la orden, se deberá sustituir 
la expresión “adjudicadas la subvenciones” por la expresión “concedidas 
las subvenciones”. 

ACEPTADA  

Artículo 5 

En el artículo 5.1.5º del borrador de la orden, añadir, tras indicarse los 
artículos 19, 20 y 21, el inciso “de la presente orden”. 

ACEPTADA  

En el artículo 5.2 del borrador se hace referencia a “asociaciones con 
entidades miembro”. A efectos de clarificación del concepto, se debería 
revisar dicha denominación y añadir el precepto de la LGS que regula 
esta situación; en concreto, de referirse a los miembros asociados del 
beneficiario, el inciso “a los que se refiere el artículo 11.2 de la LGS”. 

ACEPTADA  

Artículo 6.3 

El informe considera que la futura orden de bases se debería limitar, 
como señala el artículo 17.3 g) de la LGS, a señalar el órgano 
competente originario dejando la regulación del ejercicio de la 
competencia, en su caso, a lo señalado por la orden de delegación de 
competencias vigente en cada momento. De esta manera, en el texto 
remitido, las distintas referencias que se hacen al órgano competente 
deberán ceñirse a lo señalado en el artículo 17.3 g) de la LGS. 

ACEPTADA  

Artículo 7 

A efectos de dotar de eficacia al artículo 37.1 a) de la LGS, sin perjuicio 
de que se prevea la presentación de declaración responsable relativa a 
su cumplimiento, en el artículo 7 del borrador de orden se deberá 
advertir igualmente la posibilidad de la Administración de consultar los 
sistemas de información para verificar el cumplimiento de las 
condiciones de los beneficiarios de la subvención. Las bases 
reguladoras deberán indicar que dicha comprobación podrá realizarse 
con anterioridad o posterioridad a la concesión de la subvención y que, 

ACEPTADA  
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en caso de detectarse el incumplimiento de alguna condición, procederá 
la denegación de la subvención o la exigencia de reintegro. 

Artículo 16 

El informe insta a la revisión de la redacción del artículo 16 del borrador 
de la orden teniendo en cuenta la diferencia entre los conceptos de 
“subcontratación” y “contratación” a los efectos de lo dispuesto en la 
LGS. Asimismo, deberá tenerse presente que la actividad 
subvencionada consiste en el tenor de los artículos 1 y 2 del borrador. 

Finalmente, el informe indica que, en el borrador de bases reguladoras, 
la actividad “evaluación de los proyectos” se establece como criterio 
objetivo de valoración de los solicitantes y de los proyectos en el artículo 
10; por lo que debe analizarse convenientemente el porcentaje de 
subcontratación que, en su caso, finalmente se establezca. 

ACEPTADA  

Artículo 22.1 

En lo que se refiere a los gastos subvencionables, el informe indica que 
en el artículo 22.1 a) del borrador de orden se establecen como tales los 
“costes de personal”. En estos casos, debería requerirse de los 
beneficiarios la confección de partes horarios firmados por los propios 
empleados a efectos de evitar la doble financiación, salvo que la 
regulación europea contemple otras formas de acreditación para las 
subvenciones financiadas con fondos europeos. 

ACEPTADA  

En el artículo 22.1.d) se recoge la “Subcontratación”, como si de un tipo 
de gasto subvencionable se tratase. 

ACEPTADA  

Subsecretaría 
del Ministerio de 

Inclusión, 
Seguridad Social 

y Migraciones 

    

 

Secretaria de 

Estado de 
Seguridad Social 

y Pensiones 
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Secretaría de 
Estado de 

Migraciones 
    

Secretaría 
General Técnica 

    

Ministerio de 
Política 

Territorial 
    

Ministerio para la 
Transformación 
Digital y de la 

Función Pública 

    

    

    

 

 


